Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 41 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir, en el día de hoy, a una delegación de la Asociación 
Inmobiliaria de Punta del Este. Oportunamente, sus representantes habían solicitado ser recibidos por este Cuerpo a efectos de ser 
escuchados en relación a un proyecto de ley que refiere, obviamente, a un tema que les concierne. 


En consecuencia, les cedemos el uso de la palabra. 
SEÑOR PRANDI.- Muchas gracias. 


Mi nombre es Alberto Prandi, soy Presidente de la Asociación de Inmobiliarias de Punta del Este y, en el día de hoy, me acompaña 
el señor Carlos Portela, Secretario de la Institución, y la señora Susana Robledo, Directiva. 


Para nosotros era muy importante establecer este contacto, por lo que agradecemos la atención que nos han dispensado, máxime 
en estas circunstancias en las que precisamente lo que no abunda es el tiempo, sobre todo por el año tan particular que estamos 
viviendo. Entonces, una vez más, agradecemos muy especialmente que tan rápidamente nos hayan otorgado esta entrevista. 


Como los señores Senadores sabrán, desde hace varios años, el sector inmobiliario de todo el país, pero en particular en nuestra 
zona, en el departamento de Maldonado, ha defendido la necesidad de contar con una ley que nos otorgue un marco regulatorio, 
un marco legal, sobre el que podamos actuar. Ustedes se preguntarán por qué motivo queremos tener más regulación, cuando en 
las zonas turísticas ya contamos con la regulación específica del Ministerio de Turismo que nos obliga a inscribir a las empresas 
para quedar habilitadas para actuar en todo lo que hace a las zonas específicas de actividad turística. 


Esto ocurre porque, indudablemente, el decreto que rige la normativa de funcionamiento de las empresas de servicios turísticos 
inmobiliarios, aunque no es suficiente, es importante para nuestra zona. La aprobación de este proyecto de ley sirve para definir 
nuestra actividad y para darle un marco legal que nos permita trabajar sobre uno de los problemas que no resuelve la ley que es el 
problema de la informalidad. Sin embargo, en la medida que nos brinde un marco de reconocimiento y nos permita avanzar, puede 
ser un punto de partida para que todos los que desarrollan esta actividad lo hagan de manera profesional y en igualdad de 
condiciones, sin las limitantes que implica tener permanentemente una competencia desleal que existe desde hace años y que es 
difícil de combatir en la medida en que nuestra actividad no sea reconocida como profesional. Ese es el objetivo de la ley que 
hemos apoyado en forma sistemática durante años y que ha tenido algunas variantes que no hemos compartido. 


Sentimos que este proyecto de ley que actualmente cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes es un avance y, 
aunque quizás no contemple todos los aspectos que hubiéramos deseado, nos sentimos satisfechos de haber llegado a esta 
instancia. 


Además de señalar algunos puntos que queremos que los señores Senadores conozcan y, eventualmente, consideramos 
conveniente corregir a futuro, el motivo principal de nuestra visita del día de hoy es que sepan de nuestra voluntad para que este 
proyecto de ley se apruebe en lo posible en la presente Legislatura, porque sabemos que el próximo año va a conllevar las 
dificultades normales de retomar nuevamente el tema. Sabemos que los señores Legisladores tienen sus agendas complicadas 
pero consideramos que la aprobación de esta iniciativa es de vital importancia para que se obligue a capacitarse a quienes se 
inician en la actividad y darle ese tono profesional que para nosotros es fundamental. 


Esto es lo que queríamos manifestar a modo de introducción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene interés en conocer la opinión de los representantes de ADIPE sobre el proyecto de ley 
que estamos considerando, es decir, si lo aceptan en su totalidad o si desean formular observaciones para que las conozcamos los 
señores Senadores pero, antes de ello, cedo el uso de la palabra al señor Senador Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero expresar el agradecimiento por la visita que nos hace la Asociación de Inmobiliarias de Punta 
del Este. En tal sentido, debo expresar que el señor Senador Wilson Sanabria me manifestó especialmente su preocupación por 
este tema, que a ustedes también les genera inquietud. 


En lo personal, queremos decir que estamos dispuestos a dar el apoyo político necesario para que este proyecto de ley - 
naturalmente, con las observaciones o puntualizaciones que ustedes realicen- se apruebe rápidamente en esta Legislatura. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRANDI.- Voy a abusar del uso de la palabra, porque los compañeros así lo han indicado. Aprovecho para saludar al señor 
Senador Millor, ya que no se encontraba presente hace un momento; es un gusto que esté con nosotros. 


En grandes líneas, quisiéramos hablar sobre la zona turística en particular. Las gremiales de la costa -que nuclean a las 
asociaciones de La Paloma, de Piriápolis, de la Costa de Oro y, por supuesto, de Punta del Este, a la cual pertenecemos- muchas 
veces tenemos una realidad particular con respecto a otras zonas del país y, por supuesto, con relación a Montevideo. En el caso 
particular de Punta del Este, pero también en el de las otras zonas que, por suerte, reciben turismo proveniente del exterior, la 
actividad turística pasa a ser, a nuestro juicio, fundamental. 


La labor del operador inmobiliario tiene vital importancia por cuanto la mayor parte, o un porcentaje muy grande, de quienes nos 
visitan, hoy pertenece a países de fuera de la región. El poder dar una información y una calidad de servicios acordes a las 
exigencias de estos tiempos, nos permite captar una franja de mercado que era impensable años atrás en materia turística. Se 


sabe que el mundo es cada vez más competitivo y que es mayor el nivel de exigencia de nuestros clientes y de los nuevos que 
provienen de otras regiones que, felizmente, están descubriendo al Uruguay como una opción turística diferente. Esto ocurre en 
momentos en que en el mundo hay pocos lugares estables, pues lamentables hechos de violencia han llevado a que otros centros 
turísticos de gran importancia, con infraestructuras superiores a la nuestra, hoy estén perdiendo peso para muchos clientes 
habituales. 


Todo esto nos obliga a un mayor y a un mejor uso del ofrecimiento y calidad de los servicios, pues deben ir mejorando cada día. A 
nivel de nuestra Asociación estamos intentándolo, tratando de capacitarnos cada vez más de acuerdo con estas reglas de juego, 
que han cambiado muy especialmente en todo lo que hace a la intervención a través de Internet, pues abre una puerta de 
comunicación muy importante para ofrecer nuestros servicios y productos turísticos, así como inmuebles, a distancias que sería 
impensable minimizarlas o ajustarlas en el tiempo. Todos estos nuevos factores nos llevan a que el sector inmobiliario de Punta del 
Este y de la zona turística de la costa uruguaya deban estar perfeccionándose en forma casi periódica y "aggiornándose" a estas 
nuevas necesidades y exigencias. Encontramos en esto la dificultad de que muchas personas que están ejerciendo esta actividad 
no pertenecen al sector formal y, por lo tanto, actúan en forma clandestina. Además, no tienen los controles necesarios, pues, para 
los organismos del Estado y el Ministerio de Turismo, es muy difícil hacerlo, más allá de que el Decreto define y exige la posibilidad 
de fiscalizar y controlar al sector informal. 


Además de ser controlados por el Ministerio, a partir de la última temporada lo somos también -como es correcto- por la Dirección 
General Impositiva y por el Banco de Previsión Social con mucha y, en algunos casos, exagerada firmeza. Sin embargo, 
entendemos que eso es lógico y necesario. 


Asimismo, consideramos que es bueno y saludable para nuestra actividad, y para el turismo en particular, que haya una 
contrapartida, la cual, a veces, pasa porque esos mismos organismos -como así también el Ministerio de Turismo- fiscalicen y 
controlen al sector informal, apoyando a quienes, en definitiva, realizamos los aportes en la forma debida. 


Otra manera de brindar apoyo es, justamente, a través de este proyecto de ley. Estamos convencidos de que esta iniciativa es 
necesaria por cuanto constituye el inicio de lo que, pensamos, puede ser un mejoramiento en la capacitación que nosotros 
consideramos fundamental. A su vez, este proyecto de ley nos va a permitir -por cuanto quedará consagrado por ley- saber quiénes 
están autorizados a realizar esta actividad y quiénes están faltando a la ley. Obviamente, ese elemento no va a resolver la 
informalidad -la cual seguirá existiendo al otro día de la aprobación de esta iniciativa- pero puede ser el punto de partida para que 
empecemos a trabajar en ese sentido. 


Por estas razones es que nosotros, por encima de otras consideraciones, insistimos en la importancia y en la necesidad de contar 
con la aprobación de este proyecto de ley a la brevedad, porque creemos que hemos perdido varios años en los que no fue posible 
avanzar en este tema. Digo esto porque, pese a haber sido presentado hace mucho tiempo atrás en la Cámara de Representantes, 
hasta ahora no habíamos tenido la posibilidad de que tuviera media sanción. 


Concretamente, queremos plantear a los señores Senadores algunas observaciones con relación a ciertos puntos. 


En el artículo 1%, que hace al concepto general, se nos designa como corredores inmobiliarios e incluye a todos quienes median en 
la enajenación o arrendamiento de bienes inmuebles urbanos o rurales y casas de comercio. Nosotros entendemos que hubiera 
sido importante que no quedaran excluidos los administradores porque, más allá de que la mayoría de nuestras empresas realizan 
las tres actividades -arrendamiento, ventas y administración de propiedades- en Punta del Este hay otras que se dedican, 
exclusivamente, a la administración de propiedades. Creemos que esta área tiene mucha importancia por cuanto maneja -sobre 
todo, en la administración de propiedad horizontal- dinero de terceros de la misma forma que lo hacemos nosotros en la parte de 
arrendamientos y de venta de inmuebles. En virtud de que hay muchas empresas que tienen un nivel de capacitación para ejercer 
esa actividad, creo que hubiera sido bueno que en ese artículo 1” hubieran estado contempladas. 


Sabemos que en la Cámara de Representantes se manejó como una objeción el hecho de que haya profesionales -escribanos y 
contadores- que ejercen esta actividad de administración de inmuebles. En realidad, pensamos que a lo mejor ello se podía haber 
salvado, definiendo también a la actividad del administrador, y dejando una referencia en el sentido de que no va en desmedro de 
que los escribanos, abogados y contadores realicen dicha actividad de administración. De esta forma, considero que hubiera 
quedado salvado todo el tema de la actividad de los profesionales, sin dejar de incluir a un sector de nuestra actividad que, en el 
caso particular de ADIPE, involucra a muchos de nuestros socios que solamente realizan administraciones. Por lo expuesto es que 
nos parece importante que ellos estuvieran contemplados. 


Este era uno de los puntos que quería plantear, aunque no sé si he sido claro en mi explicación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si fuera del caso, se le solicita una interrupción. 
SEÑOR PRANDI.- Gracias por la aclaración. 


El otro punto que sí nos preocupa en forma especial refiere al artículo 15 de esta iniciativa. Esta norma, básicamente, convierte a 
los corredores inmobiliarios en solidariamente responsables -si bien se limita el monto, ya que se dice: "hasta el monto de su 
comisión"- junto a los propietarios del inmueble por los vicios que tuviera la cosa y de la que debieran estar enterados. 


Desde el momento en que pedimos una ley y deseamos actuar en forma profesional, estamos dispuestos a asumir la 
responsabilidad que implica una norma y el reconocimiento como profesionales, pero creemos que este artículo no está 
entendiendo la realidad de nuestra actividad en cuanto a que es muy difícil para el sector inmobiliario, ante la venta de una 
propiedad, poder realmente estar en conocimiento de un vicio de la misma que, inclusive, puede estar oculto para su propietario 
quien, en algunos casos, puede no conocer que existe. A su vez, si el vicio fue disimulado o se ocultó -de ahí la definición- es 
mucho más difícil que pueda estar en conocimiento del corredor inmobiliario, y de poder advertir al comprador sobre esa situación. 


Normalmente, en la operativa de compraventa de inmuebles en Punta del Este -pensamos que así ocurre también en todo el país- 
les pedimos a nuestros clientes, frente a la eventualidad de la compra de una propiedad, que se asesoren y busquen el apoyo de 
un constructor, un ingeniero o un arquitecto, a fin de que tengan una opinión técnica calificada sobre temas que tengan que ver con 


la calidad de la construcción o lo que puede ser un futuro problema en la adquisición del inmueble. Entendemos que esto es 
necesario porque cuando mediamos en la venta de un inmueble queremos que ese cliente quede satisfecho no sólo con la relación, 
el trato, el servicio y la información previa, sino también para que no tenga ninguna sorpresa posterior por falta de información que, 
incluso, nos puede corresponder a nosotros. Lo hacemos por un tema de responsabilidad y muchas veces insistimos para que el 
cliente acuda a disponer de apoyo técnico, así como lo hace a la hora de solicitar la ayuda de un escribano para realizar la parte 
formal de la operación. 


Más allá de que el artículo está limitado en el monto y de que no traería otro perjuicio que la pérdida de nuestra utilidad, 
entendemos que, en este caso, se trata de un tema conceptual. Creemos que no podemos ser responsables de algo sobre lo que 
no estamos en conocimiento y sobre lo que no tenemos una forma válida y real de comprobar. En otros países, esto se puede 
hacer porque las respectivas intendencias tienen un departamento especial que se dedica a controlar los inmuebles y a habilitarlos 
para que se puedan poner a la venta. Eso ocurre, por ejemplo, en países que tienen posibilidades diferentes a las nuestras, 
inclusive, en lo que hace a la utilización de equipos que permiten hacer un control efectivo de la propiedad sin hacer roturas o 
trabajos que afectarían al inmueble. 


Decimos esto porque no hay una forma real de comprobar algún vicio en la construcción, salvo que el corredor inmobiliario 
comenzara a picar donde le pueda aparecer una duda. Por eso, resulta casi imposible para nosotros poder asegurar 
fehacientemente que esa propiedad no pueda tener alguna dificultad. 


En ese entendido, pensamos que no debemos hacernos solidarios con un propietario que, quizás, puede o no saber lo que le 
ocurre al bien o, si lo sabe, tal vez lo haya ocultado. Puede pasar que haya una pared que tenga un problema de humedad 
importante y para que no se vea su dueño haya puesto un lambriz de madera, pero nosotros no tenemos ninguna autoridad para 
despegarlo y verificar si ahí se está ocultando algo. Pongo un ejemplo práctico que, a veces, nos permite explicarnos mejor. 


Consideramos que esto fue agregado en la discusión artículo por artículo, y eso se llevó a cabo luego de que la iniciativa salió de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes. Este artículo no 
figuraba en la Comisión, pero su inclusión fue solicitada posteriormente a título expreso por algunos Legisladores. De haberlo 
sabido antes, también hubiéramos hablado del tema en la respectiva Comisión porque, insisto, se trata de un tema conceptual. No 
nos parece mal el monto porque, de alguna forma, implica que si hay un problema no tendríamos ganancia pero no estaría en 
juego nuestra propiedad o no se podría hacer un juicio de otra magnitud. 


Pero de todas maneras entendemos que desde el punto de vista conceptual es algo que no debería haberse incluido, ya que - 
reitero- no podemos ser responsables de lo que no tenemos forma de verificar fehacientemente. 


Finalmente -con esto terminamos nuestros comentarios y observaciones- en relación con el artículo 25, que refiere a la disposición 
transitoria en cuanto a la inscripción de quienes van a ejercer la actividad una vez que la ley entre en vigencia, diré que en una 
primera instancia se toma como válido que quienes estén hoy actuando y registrados como empresas, puedan inscribirse en el 
Registro que se crea a tales efectos, lo cual no parece muy lógico por cuanto la mayoría de nosotros tiene ya los años de 
experiencia suficientes como para no tener que hacer el curso específico de Corredor Inmobiliario que otorga la Universidad del 
Trabajo. Sin embargo, el texto de este artículo -que originalmente manejó la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes- 
presentaba una diferencia, que luego fue modificada. En él se decía que, para que fueran habilitadas sin tener que hacer el curso y 
sin necesidad de título habilitante, debían registrarse todas las empresas que tuvieran como mínimo un año de antiguedad. En el 
momento en que tuvimos acceso al borrador de la ley, nos pareció correcto. Aclaro que ADIPE de ninguna forma quiere limitar el 
ingreso tanto de quienes estén hoy en la actividad como de quienes puedan estarlo mañana. Es más, cuando hemos defendido la 
importancia de la ley, explicamos que lo que pretendemos es que, de aquí en más, quienes ingresen en esta actividad tengan la 
capacitación que hemos mencionado más de una vez en estos minutos. Reitero que de ninguna manera ADIPE quiere establecer 
una limitación. Ahora bien, nos parece que ese año que se fijaba en el artículo 25 evitaba que una vez que la ley estuviera a punto 
de aprobarse o mientras entrara en vigencia, se inscribieran las empresas a último momento. Esto puede ocurrir y ha estado 
pasando hasta ahora, porque con el solo hecho de estar inscriptas en el Banco de Previsión Social, poseer la Planilla de Trabajo y 
haberse inscripto en la Dirección General Impositiva, automáticamente las empresas ingresarían en ese Registro y quedarían 
matriculadas como corredores inmobiliarios. Considerando que este mismo artículo habla de los directores, socios, representantes, 
integrantes o dependientes de una persona jurídica -es decir que no solamente estarían incluidos los titulares, sino todo el personal 
de la empresa- creemos que el tema se puede prestar a que un título o una matrícula, que va a pasar a tener un valor más 
significativo, pueda ser una motivación para que abran empresas simplemente con el fin de obtener la inscripción y que luego 
cierren. 


Por eso nos parece interesante, aunque no sea un tema vital, ese año de plazo. Pensamos que habría sido una buena 
incorporación que fue dejada de lado y que evitaba una situación que no era la más deseable teniendo en cuenta el objetivo por el 
cual se está consagrando la ley, es decir, la existencia de ese mínimo de antigúedad que brinda la experiencia práctica de un año, 
que si bien no es demasiada, sí constituye un mínimo como para estar matriculado. 


De nuestra parte, señor Presidente, estas eran las tres observaciones que deseábamos dejar planteadas. 
SEÑOR KORZENIAK.- Voy a preguntar algo muy concreto sobre lo que creo haber intuido ya la respuesta. 


Tenemos aquí un proyecto de ley a propósito del cual ustedes han manifestado que apoyan en sus líneas generales, con alguna 
observación, pero que les parece un avance. Entonces, teniendo en cuenta que aunque sólo sea una coma lo que se modifique en 
este texto, hará que el proyecto de ley vuelva a la otra Cámara, ¿desean que esta ley se apruebe tal como está o -no estoy 
prejuzgando sobre las observaciones- preferirían que estas cosas que han planteado fueran contempladas en este proyecto de 
ley? Espero que se haya entendido mi pregunta, que es muy sencilla y pragmática. 


SEÑOR MILLOR.- Enfatizando lo que acaba de decir el señor Senador Korzeniak y hablando en términos pragmáticos, quiero 
señalar que hay que tener en cuenta el año que estamos viviendo, de realización de elecciones, en el que con un esfuerzo muy 
grande más o menos estamos tratando de atender el trabajo legislativo, que es muy menguado. Como advertía el señor Senador, si 
se modifica una coma del proyecto, vuelve a empezar el trámite y ahí sí tengo serias dudas de que se apruebe en el correr de esta 
Legislatura. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Complementando lo dicho por los señores Senadores Korzeniak y Millor, el problema es que 
corremos el riesgo de que la Cámara de Representantes, a su vez, no acepte las observaciones o los cambios que introduzca el 
Senado y luego esto termine en la Asamblea General, en donde se necesitan dos tercios del total de componentes para poder 
resolver la cuestión, con lo cual podría pasar mucho tiempo antes de que esto se concrete. Ese es, pues, el problema que desde el 
punto de vista práctico queríamos plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que estamos en el tema diría que, obviamente, sin perjuicio del derecho que asiste a los señores 
Senadores, esta es una cuestión que tiene que resolver el problema. Pienso que es muy difícil pedir a los interesados que hagan 
una estimación de cuál puede ser el proceso interno del Poder Legislativo, no obstante lo cual doy por descontado que la pregunta 
está planteada y las reflexiones serán bien recibidas. 


SEÑOR PRAND!I.- Vale la aclaración de que para nosotros a veces es difícil hacer una evaluación puesto que, como es obvio, la 
experiencia sobre el tema la tienen los señores Senadores. Igualmente, agradezco y valoro mucho la pregunta directa porque nos 
va a permitir dar también una respuesta directa, así como el asesoramiento, que en este caso es parte de lo que venimos a buscar 
en este encuentro con ustedes. Lo valoramos muy especialmente, así como las consideraciones acerca de que si bien la decisión 
en última instancia es de la Comisión, era importante que hiciéramos una evaluación al respecto. 


En respuesta al señor Senador Korzeniak debo decir que hemos analizado el tema y queremos que este proyecto de ley se 
apruebe en la presente Legislatura. Sabemos que frente a las dificultades que hay, quizá sea más fácil intentar posteriormente 
mejorar o modificar algunos de los puntos, naturalmente, en la medida en que ello no contraríe el espíritu de la ley. El hecho de que 
se apruebe para nosotros está por encima de todo, porque hay un interés general que es más importante que estos puntos en 
particular. 


Nos importaba y mucho que esta Comisión, en la que como es obvio hay integrantes que están consustanciados con el tema 
jurídico -¡vaya si lo están!- conociera nuestra posición, expresada de la única manera en que lo podemos hacer porque no 
conocemos la terminología legal, y también cuál es nuestro sentimiento respecto a algunos asuntos puntuales. Agradecemos, pues, 
la pregunta porque nos permite decir que, más allá de las discrepancias que tenemos con algunos artículos, hoy hemos venido a 
pedirles que nos apoyen para que este proyecto de ley pueda ser aprobado en la presente Legislatura. 


SEÑOR MILLOR.- Me congratulo de la posición de los agentes inmobiliarios por el interés en que este proyecto de ley salga. 


Nosotros no acostumbramos a debatir delante de los invitados; digo esto para hacerles una aclaración y adelantar un poco mi 
posición, aunque ya ustedes han manifestado su deseo de que este proyecto se apruebe. Ya se ha dicho que para que ello suceda 
no se puede modificar. 


Considero que convendría leer en su totalidad el artículo 15, respecto al cual ustedes han hecho alguna puntualización. Lo digo por 
mi experiencia, no tanto de abogado, sino por haber tenido mi estudio durante muchos años en una inmobiliaria de Maldonado. No 
sólo sufrí las consecuencias de malos vendedores, sino también de malos agentes inmobiliarios. 


Estoy totalmente de acuerdo -porque lo sufrí en carne propia- en que hay que combatir la informalidad, que está muy desarrollada 
en Punta del Este, aunque no sólo allí, porque se ve en todas partes. Hay que tener en cuenta que esta informalidad se ha visto 
acrecentada en zonas donde hay edificios. 


Quiero aclarar que cuando en este artículo se habla de vicios, no se trata de cualquier vicio que tenga la construcción, sino que se 
refiere a aquellos de los que debieran estar enterados, aplicando la diligencia de un buen padre de familia. El ejemplo que 
mencionó el señor Prandi -que es muy bueno desde el punto de vista descriptivo- no sería, en este caso, de aplicación porque no 
es propio de la diligencia de un buen padre de familia desarmar una pared para ver si tiene algún vicio; no es diligencia de un buen 
padre de familia picar los azulejos o el piso de un baño para constatar que las cañerías estén en buen estado. Reitero que esto no 
es así. 


El concepto de buen padre de familia tiene una larga elaboración doctrinaria y los jueces lo aplican de acuerdo con dicha 
elaboración. 


Insisto en que a pesar de que los ejemplos fueron muy buenos, no estarían dentro de la responsabilidad de los agentes 
inmobiliarios. Señalo esto porque son los defectos que el inmueble tiene y que los agentes inmobiliarios -no como tales, sino como 
personas comunes y corrientes con cierta idoneidad y conocimiento de lo que es un inmueble- tendrían que conocer. A mi juicio, 
esta aclaración vale porque -y lo digo con total franqueza- defendiendo el servicio que ustedes prestan, y que es invalorable, 
hubiese sido partidario -aunque esta ley no se puede tocar- de establecer alguna responsabilidad un poco más severa en un tema 
que acá no se ha tocado, pero que lo he vivido como abogado, como particular y también he podido apreciar cómo ha afectado a 
otras personas. Por ejemplo, se han dado casos -en particular en Punta del Este- de personas que hacen una compra en el pozo - 
aclaro que deja muy mal parado al país esto que voy a decir, pero ha pasado y quiero dar datos concretos- que no son uruguayos y 
que, después que efectuaron la compra, vuelven a su país. También puede suceder que, a pesar de vivir en este país, no concurren 
asiduamente a Punta del Este. Estas personas pagan sus cuotas en la inmobiliaria, pero ésta, aun sabiendo que la empresa se 
fundió o que la construcción del edificio está detenida desde hace mucho tiempo, no advierten sobre esa situación. No quiero dar la 
lista de "esqueletos" que hay en Punta del Este, aunque algunos de ellos, en lo personal, me han tocado muy de cerca. Acá sí me 
parece que está bien aplicado el concepto de diligencia de buen padre de familia. Una inmobiliaria vende un edificio en el pozo y 
cobra, pero para ella es muy fácil enterarse de que la empresa se fundió y que la obra está parada hace muchos meses; sin 
embargo, sigue cobrando. Con respecto a esto sí había pensado en un tipo de responsabilidad más seria. 


Reitero que, a mi juicio, con respecto a los vicios -este no es el caso- o se trata de los defectos que a simple vista se pueden 
apreciar, o son aquellos que son advertidos por la idoneidad que tiene quien se dedica a vender inmuebles. 


SEÑOR PRANDI.- Quiero agradecer al señor Senador Millor por su aclaración, porque la lectura que habíamos hecho del artículo 
difiere de la suya. Por supuesto que estamos a favor de que se sancione a todo aquel profesional inmobiliario que en conocimiento 
de un vicio -que no es tan oculto- y con la idoneidad necesaria para reconocerlo, no lo haya informado. Reitero que, en ese 
aspecto, estaríamos totalmente de acuerdo con la aplicación de la sanción que corresponda. 


Obviamente, creo que la opinión que los señores Senadores tienen en este campo es muy valedera y supera a la nuestra. Aclaro 
que respetamos esta opinión y nos quedamos con ella. Si el artículo no va a aplicarse en aquellas situaciones en que esté claro 
que no tenemos responsabilidad ni forma alguna de confirmar determinada anomalía, entonces estamos totalmente de acuerdo en 
que se nos sancione en caso de que haya una omisión. Reitero que, teniendo en cuenta la aclaración que ha realizado el señor 
Senador Millor, estamos de acuerdo en que ese artículo se incorpore al proyecto de ley. 


No queremos deslindar responsabilidades y llegar a una situación en la cual alguien que no tenía responsabilidad suficiente, con el 
objetivo de lograr resultados, oculte con conocimiento de causa un tema que debería poner en conocimiento, fundamentalmente, 
de quienes estamos asesorando. Esto, sobre todo, cuando justamente, como señala el señor Senador Millor, no son reincidentes, 
sino personas que dependen mucho más de esa información y de un asesoramiento apropiado. Esa es la manera, no solamente de 
dar un respaldo y generar respeto por nuestro país, por la zona y su actividad turística, sino también de conseguir ese efecto 
multiplicador que tiene una persona que viene del exterior y es bien atendida. Felizmente eso está ocurriendo hoy en el Uruguay y 
existe un mayor interés de inversión en las zonas turísticas, en la medida en que quienes están viniendo del exterior están 
recibiendo un tratamiento adecuado y conforme a lo que queremos quienes realmente pensamos que esta actividad turística debe 
ser reconocida como una actividad fundamental para la economía del país. 


En ese sentido, vamos a seguir insistiendo -nos habrán escuchado en reiteradas oportunidades- con los representantes de todos 
los Partidos políticos en la necesidad de que el Uruguay tenga una política nacional de turismo, que trascienda los Gobiernos 
nacionales y departamentales y que nos permita tener un rumbo para actuar en materia turística en forma ordenada, sabiendo qué 
nos corresponde hacer en base a unos lineamientos generales que tenga el país. 


Esperamos que eso se pueda lograr. Muchas gracias. 


SEÑOR BRAUSE.- Teniendo presente que quienes nos visitan están de acuerdo con este proyecto de ley, pues entienden que 
protege su actividad, buena cosa me parece sería no ingresar en modificaciones, pues en ese caso su pronta sanción se vería en 
dificultades y, por lo tanto, ello conspiraría contra el interés que ellos manifiestan. 


Por otro lado, en lo que me es personal, si bien por un problema conceptual soy reacio a las reglamentaciones, debo reconocer que 
no cabe duda que este proyecto de ley y, atendiendo a las explicaciones dadas por quienes nos visitan, torna necesario hacer una 
excepción a ese principio que guía mi pensamiento y mi acción. 


Además, coincido plenamente con lo que manifestaba el señor Senador Millor en cuanto al concepto de buen padre de familia que 
reduce claramente la obligación solidaria que este artículo 15 estaría poniendo sobre el corredor inmobiliario; no cabe duda. La 
obligación, entonces, queda claramente centrada a tener la diligencia de un buen padre de familia, concepto que ha sido 
largamente elaborado por nuestra doctrina de antaño; es un concepto que está muy vinculado con las obligaciones civiles, que está 
incorporado en nuestro Código Civil desde la época de Tristán Narvaja y que nuestros Jueces han elaborado con mucha 
profundidad, al extremo tal que es preferible que esté la diligencia asignada a la idea de buen padre de familia y no al concepto del 
buen empresario o al del buen hombre de negocios, que es un concepto más moderno que recoge nuestras leyes comerciales, 
pero no está tan elaborado. 


De manera que, en ese sentido, coincido plenamente con la idea de que es una norma neta, que acota fuertemente esa 
responsabilidad natural y que no se puede extender a quien desarrolla la actividad de corredor inmobiliario 


Y más aún: si tuvieran alguna duda, me parece que en la exposición que realizó el señor Presidente de la Asociación que nos visita 
ya se está dando la respuesta. ¿Qué haría un buen padre de familia en caso de duda? Procuraría el asesoramiento de quienes son 
técnicos en la materia y, por lo tanto, de ese asesoramiento se obtendría una respuesta que pondría a salvo, sin ninguna duda, la 
responsabilidad del corredor inmobiliario. 


Por eso me parece que de las observaciones señaladas esta, que es de fondo y muy importante, estaría salvada por los 
comentarios que, con acierto, realizó el señor Senador Millor y a los que modestamente contribuyo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar una constancia. 


No comparto la posición que señalaban los señores Senadores Brause y Millor y pienso que en su momento tendremos la 
oportunidad de discutir el tema con mayor profundidad. De lo contrario, la mera indicación existente haría que todo el artículo 
cayera por su base. 


Volviendo a lo que estábamos tratando, preguntaría a nuestros visitantes o a los señores Senadores si tienen alguna otra reflexión 
para aportar o pregunta para hacer. 


SEÑOR PRANDI.- Simplemente queríamos reiterar nuestro agradecimiento porque nos sentimos muy cómodos en esta charla que, 
aunque nos lleva a un ámbito que no nos es familiar, nos han hablado con la franqueza que nosotros esperamos en estas 
instancias. Hoy estamos necesitando de ustedes, al igual que agradecemos y valoramos su tiempo y la posibilidad de que la 
Comisión se expida favorablemente a los efectos de obtener la segunda sanción. 


Además, de ser posible, queríamos pedirles el envío de la versión taquigráfica de esta reunión a la Asociación de Inmobiliarias por 
cuanto nos debemos a nuestros socios y realizaremos una asamblea para informar sobre todo esto y sobre los pasos que nuestra 
Asociación ha seguido hasta la fecha. Entonces, agradecemos al Cuerpo de Taquígrafos el que hayan tomado nota de lo que se ha 
dicho en el día de hoy. A su vez, quedamos a disposición de la Comisión y me gustaría dejar una tarjeta de la gremial para que 
tengan la información correspondiente al correo electrónico, la página web y los teléfonos de nuestra Asociación ante la 
eventualidad de que nos requieran. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos queda agradecerles la presencia y lo que nos han ilustrado sobre el tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Inmobiliarias de Punta del Este) 
(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles). 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado da la bienvenida a los representantes de la 
Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles (ADAP'I), quienes nos solicitaron una entrevista a los efectos de 
intercambiar ideas con relación al proyecto que tenemos a consideración. 


SEÑOR VIAPIANA.- Como Presidente de ADAPI, represento los intereses de empresas debidamente establecidas, con una 
trayectoria de décadas en plaza. 


En principio, este proyecto de ley presentado hace un tiempo, fue elaborado sin siquiera hacernos una consulta. Las empresas que 
representamos son las más importantes inmobiliarias del Uruguay, que llevan -reitero- una trayectoria de muchas décadas. Por tal 
motivo, entendemos que deberíamos haber sido consultados. 


Aclaro que vamos a manejar alguna presunción. El texto de este proyecto de ley relativo al corredor u operador inmobiliario, quizás 
esté respondiendo a intereses precisos de algunos sectores gremiales, llamémosle Asociación de Rematadores. Digo esto porque 
si se analiza cómo está encarada toda esta iniciativa, se podrá apreciar que habla principalmente de personas físicas; a lo sumo, 
reconoce la existencia de empresas inmobiliarias y las nombra. Quiere decir que tiene, básicamente, esa orientación. 


Nuestro interés primordial, tal como está redactado el proyecto hoy día, es restarle apoyo. 


Nos enteramos del contenido del proyecto de ley, luego de que el mismo fue presentado -o antes, pero de todos modos por mi 
parte lo leí cuando ya estaba completamente redactado- y debemos decir que no contó con nuestro beneplácito, pero lo dejamos 
continuar su proceso. Hoy en día, con algunas modificaciones que se han sumado al texto, ya tenemos una franca oposición a la 
iniciativa. Hacemos la salvedad de que, a pesar de no apoyar en general el proyecto de ley, ante el riesgo de que el mismo sea 
aprobado, tenemos la pretensión de que, por lo menos, sean salvados los defectos más gruesos que le vemos. 


SEÑOR BALDOVINO.- Mi nombre es Eduardo Baldovino, e integro la Directiva de ADAPI. Representamos a un grupo de 
inmobiliarias que, promedialmente, tienen 40 años de antigúedad en plaza. En general, se trata de la continuidad de la actividad 
bancaria inmobiliaria que, en la década del 60, los bancos dejaron de ejercer. Durante estos 40 años nuestras empresas no han 
tenido ningún tipo de fallas, han sido cumplidoras con sus obligaciones y con las leyes y creemos -no lo decimos nosotros, sino las 
encuestas- que son las empresas que tienen más reconocimiento en plaza. Ninguna de ellas tiene funcionarios que no estén 
trabajando en régimen de 8 horas y ninguna subfactura. Decimos todo esto porque recientemente hemos visto que en la prensa se 
manejan como argumentos a favor de esta ley, autodenuncias de algunos gremios que dicen que subfacturan y que hay empleados 
en negro. En la actividad que nosotros realizamos eso no existe, y no lo decimos nosotros, sino que así lo demuestran 40 años de 
trayectoria. 


Nuestra actividad es una tarea multidisciplinaria que requiere de la participación de varios profesionales que no se puede sustituir 
por la figura de uno solo del sector. En nuestras empresas trabajan abogados y escribanos y nos asesoramos con contadores y 
arquitectos en forma permanente porque la temática que manejamos es muy amplia y hacemos un trabajo integral dentro del 
sector. 


Pese a que nadie nos pide garantías -porque la actividad no está regulada- las tenemos, porque contamos con un patrimonio 
constituido por locales importantes -de los que generalmente somos propietarios- y, sobre todo, por un nombre y una trayectoria en 
plaza, reitero, de 40 años. 


Todo esto se está dejando de lado en la ley, a cambio de crear una figura -que es muy similar a la del rematador- y un registro, lo 
cual no compartimos. No creemos que en esta actividad alguien pueda abarcar con un título -por más que realice un curso- lo 
complejo de la misma. 


En consecuencia creemos que, si se pretende regular la actividad, es para dotar a la población de mayores garantías y, por lo tanto, 
sería bueno basarse en las que ya las están dando y no en las que dan menos. Me pregunto de qué sirve una persona que realiza 
el curso en UTU y alquila un apartamento en la Ciudad Vieja; ¿qué garantías le está dando esa persona a la población en cuanto a 
su responsabilidad? Debemos tener en cuenta que estamos manejando bienes de terceros y que podemos perjudicar 
enormemente a una familia si la asesoramos mal en una tasación o en una venta. En tal sentido, esta ley no aporta mayores 
garantías. Las sanciones previstas en la misma, van dirigidas a aquellas empresas que ya tenemos responsabilidad desde antes, 
pero no le impide actuar a aquella que no la tiene. Entonces creemos que la iniciativa está totalmente equivocada porque vuelve al 
concepto del corredor del siglo pasado, del Código de Comercio, que consiste en defender la individualidad cuando esta es una 
actividad, reitero, de carácter multidisciplinario. 


Es por todo esto que nosotros -y no sólo nosotros, sino también nuestros empleados- no apoyamos el proyecto de ley. La 
Asociación es la que da mayor mano de obra porque, por ejemplo en la parte de Administración de Propiedades, se necesita 
mucha gente. 


Entre las 70 firmas que integran ADAPI debemos tener, de promedio, entre 8 y 10 empleados cada una. El único gremio que hay de 
empleados, que es SUTAPI, lo cual está, justamente, dentro de la órbita de los empleados de ADAPI. Es decir que fuera del sector 
de ADAPI no existe ningún tipo de gremio. Por ejemplo, ADAPI siempre ha representado al sector inmobiliario en el Consejo de 
Salarios y nuestra Asociación siempre ha sido consultada. Increíblemente, para la consideración de este proyecto de ley no hemos 
sido consultados. Desde su fundación, por la Ley N* 14219, hemos sido consultados y tuvimos participación activa en la 
reglamentación, en las prórrogas de la libre contratación, en lo referente a Estadísticas y Censos, también hemos trabajado con el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con la OPP, con el PIAI. Pero, reitero, sobre este proyecto de 
ley, que nace en la Asociación de Rematadores, en cierta medida nos dejaron de lado porque saben que no compartimos ni 
siquiera la filosofía del nombre, porque nosotros no nos sentimos corredores ya que somos empresarios inmobiliarios. En la 
inmobiliaria moderna que surge en el país hace 40 años, no se trata de un corredor. No conozco a nadie que pueda pensar en un 
corredor para alquilar o vender una propiedad, sino en una inmobiliaria, que va más allá de una actividad individual. 


SEÑOR SOAREZ NETTO.- Les queremos transmitir la preocupación acerca de la creación de esta ley donde entendemos, 
modestamente, que no se toman en cuenta aquellas personas jurídicas, es decir, inmobiliarias empresas, para desarrollar la 
actividad del corredor inmobiliario. Vemos, por ejemplo, en todos los artículos relativos al corredor inmobiliario, que no se nombra 
una actividad desarrollada por las inmobiliarias agremiadas a ADAPI que, como la sigla lo dice, es una Asociación de 
Administradores de Propiedades Inmuebles. Y, justamente, la función de todas estas inmobiliarias agremiadas a ADAPI es la de 
administrar propiedades inmuebles. 


En el concepto del artículo 1% se consideran corredores inmobiliarios las personas físicas -no habla de personas jurídicas de 
aquellas empresas- que median en la enajenación o arrendamiento de bienes inmuebles urbanos o rurales y casas de comercio. 
En esta definición no están contempladas, por ejemplo, aquellas actividades de administradores de inmuebles urbanos. En el 
artículo 13 de este proyecto de ley se hace mención a que uno de los derechos que otorga ser corredor inmobiliario es administrar 
propiedades inmuebles. Pero entendemos que, como definición de corredor inmobiliario, no está comprendida esa actividad en la 
cual ADAPI se encarga de nuclear a todas estas inmobiliarias. 


Precisamente, se enumera la cantidad de personas que integrarían la Comisión Administradora, entre las que figuran otras 
agremiaciones como la Cámara Inmobiliaria Uruguaya y la Asociación Nacional de Rematadores y Corredores Inmobiarios. Sin 
embargo, ADAPI no figura dentro de esta Comisión. 


Por otro lado, no hay que perder de vista la Ley de Arrendamientos Urbanos, Decreto-Ley N* 14.219, el que justamente prevé, a 
través de su artículo 60, la calidad de administrador de propiedades inmuebles. Esta norma es, incluso, más estricta que el 
proyecto de ley, en cuanto a la vinculación que une al corredor inmobiliario con el cliente. Decimos esto, porque no sólo se obliga 
quien figura como propietario, sino también quien figura como administrador de propiedad inmueble. 


En consecuencia, consideramos que la figura del administrador de propiedad inmueble tendría que ser recogida o tomada en 
cuenta en este proyecto de ley de corredor inmobiliario. También entendemos que hay una desigualdad en el trato de las personas 
físicas y las personas jurídicas porque creemos que los corredores inmobiliarios no solamente pueden ser las personas físicas que 
hayan hecho el curso que marca el proyecto de ley, sino también aquellas personas jurídicas inmobiliarias que hace más de 
cuarenta años -como ya lo expresaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra- están ejerciendo esta actividad en el 
mercado. 


Por otra parte, el artículo 3* del proyecto de ley, refiere a una inscripción para el ejercicio del corredor inmobiliario. A mi entender, 
dicha inscripción se tendría que hacer ante el Registro Nacional de Corredor Inmobiliario y constituye un requisito previo porque 
también enmarca el hecho de que hay una matrícula. Cuando vamos a analizar el tema de la matrícula del corredor inmobiliario, 
vemos que tampoco están amparadas las personas jurídicas. En su artículo 25, el proyecto de ley, establece que los directores, 
socios, representantes e integrantes, dependientes de una persona jurídica, que acrediten el ejercicio de su actividad, serán 
inscriptos de acuerdo con las condiciones establecidas en el inciso que antecede. Vemos, por ejemplo, que aquí no se marca el 
tema de la matrícula. Concretamente, este artículo 25 estipula quiénes serán inscriptos en el Registro Nacional de Corredores 
Inmobiliarios, pero también establece que ello se debe hacer con prescindencia de los requisitos establecidos en el literal D) del 
artículo 6% del proyecto de ley. Dicho artículo, en su literal D), establece la inscripción el Registro Nacional de Corredor Inmobiliario. 
A su vez, para obtener la matrícula de corredor inmobiliario se exigen dos requisitos que, a mi modesto entender, no sería 
necesario acreditar por parte de aquellas personas que han ejercido su actividad durante largo tiempo. En una palabra, no sería 
imprescindible haber aprobado los cursos oficiales de corredor inmobiliario y, en su caso, lo relativo al Registro Nacional de 
Corredores Inmobiliarios. Pienso que cuando el artículo 25 se remite únicamente al artículo 6*, literal D) habría que ampliarlo, 
incluyendo a los literales C), al D) y al E) en aquellos casos en que la actividad ha sido desarrollada durante largos años. 


El artículo 7* del proyecto de ley recoge lo relativo a las personas jurídicas y establece que estarán sujetas a todas y cada una de 
las disposiciones legales y reglamentarias que rijan tales actividades. Las mismas deberán contar necesariamente con un corredor 
inmobiliario, requisito que deberán acreditar para la obtención de la matrícula prevista en el literal A) del artículo 5% de esta ley. Aquí 
se da preferencia a la persona física corredor inmobiliario pero no está prevista la empresa que cumple con todos los requisitos, ya 
sea por tener patrimonio propio o porque desarrolla hace años la actividad. Generalmente se trata de inmobiliarias que tienen la 
figura de sociedades anónimas o de sociedades de responsabilidad limitada y que han desarrollado -algunas por más de cuarenta 
años- este tipo de actividad de venta o de arrendamiento. Sin embargo, estos casos no están amparados y previstos en este 
proyecto de ley. 


Por otro lado, el artículo 11 del proyecto de ley habla de los honorarios de los corredores inmobiliarios y se hace una distinción 
entre la venta y el arrendamiento. En el caso de la venta, se puede pactar libremente entre el comitente y el corredor inmobiliario. 


En cambio, en el caso del arrendamiento no ocurre eso y está expresamente previsto que será el establecido en el artículo 108 del 
decreto ley 14.219 del 4 de julio de 1974. Aquí se observa otra diferencia importante entre la actividad de venta y de arrendamiento. 
ADAPI agrupa a inmobiliarias cuya actividad mayor es la de administrar propiedades inmuebles y la de arrendar, compareciendo 
personalmente en los contratos de arrendamiento. Esta iniciativa no ampara la libre competencia y la fijación de la comisión 
libremente. 


Por otro lado, se hace referencia al artículo 108 del Decreto Ley N* 14.219 que es de orden público y está vigente, pero allí hay 
varias situaciones que están excluidas como por ejemplo, los arrendamientos de temporada, con destino a, por ejemplo a "dancing" 
o cabaret, o cuando el ingreso inicial del arrendamiento supera equis cantidad de Unidades Reajustables. Inclusive, el artículo 2? de 
ese Decreto Ley prevé la libre contratación. Entonces, ¿cuál sería el régimen para calcular los honorarios o la comisión del corredor 
en esos casos que están excluidos de la ley? Pensamos que esta iniciativa tendría que ser mucho más amplia en la exclusión y no 
referirse solamente al alquiler por temporada que, seguramente, tienen en cuenta las zonas turísticas. En ese sentido, 
consideramos que hay otra incongruencia. 


Por otro lado, al final del artículo 11 se establece qué es lo que pasa cuando se vende a un tercero con un pacto de exclusividad. 
Dice así: "si la operación encomendada se realiza sin la intervención del corredor inmobiliario pero durante el plazo de vigencia de 
la autorización, éste tendrá derecho a percibir los honorarios del comitente." 


En el proyecto de ley está previsto que pasa cuando se concreta la operación sin la intervención del corredor inmobiliario, pero 
durante el plazo de vigencia de la autorización. A mi juicio, no solamente tendría derecho a percibir los honorarios del comitente, 
sino también el porcentaje de honorarios del tercero, el cual pierde de percibir el corredor inmobiliario. O sea que se trataría de dos 
comisiones, y no solamente la del comitente. 


SEÑOR VIAPIANA.- El tema es si está pactado en la autorización de exclusividad; normalmente, cuando el propietario vende por 
su cuenta dentro del plazo, se pacta así y es aceptado por el vendedor que se haría cargo de las dos comisiones. En esos casos 
en que estuviera pactado entendemos que así debería establecerse. 


SEÑOR SOARES NETTO.- Con respecto al artículo 13, que habla de los derechos de los corredores inmobiliarios, vemos que 
estos pueden hacer tasaciones, y que son los únicos habilitados a reclamar el cobro de comisiones y a administrar bienes 
inmuebles. Acá sí aparece el acto de administración de inmuebles. Vemos que en este caso no se toma en forma igualitaria, porque 
advertimos que hay un sector, el de los rematadores, que pueden tasar e intermediar en un arrendamiento o en una venta -pues, en 
definitiva, son los que tienen derecho a ser reconocidos como corredores inmobiliarios- pero no que los corredores inmobialiarios 
puedan rematar. O sea que ahí se estaría dando otro tipo de diferenciación en cuanto a la situación del gremio, porque vemos que 
los rematadores pueden ser corredores inmobiliarios y desarrollar sus actividades. Como es sabido, los rematadores están 
matriculados en su actividad y son los únicos que están habilitados para rematar. Sin embargo, así como el corredor inmobiliario no 
puede rematar, no entiendo por qué en el artículo 13 no se prevé esa potestad. 


Por otro lado, en cuanto al tema de las responsabilidades, vemos que los corredores inmobiliarios son solidariamente responsables 
hasta el monto de su comisión junto a los propietarios de inmuebles por los vicios que tuviera la cosa. Las inmobiliarias agremiadas 
a ADAPI lógicamente comparecen en los contratos de arrendamiento y son responsables, más que nada por el artículo 60 del 
Decreto Ley N* 14.219. Entiendo que en lugar del término "vicios" en forma general, habría que estipular "vicios evidentes", que 
pudieran constatar las personas. 


El artículo 17 establece prohibiciones a los corredores inmobiliarios. En cuanto a su literal B), pienso que la autorización tendría que 
ser exclusiva. En él se establece que está prohibido: "Aceptar encargos si les consta que el comitente otorgó con anterioridad una 
autorización cuyo plazo no ha expirado,". 


Entiendo que no se trata de cualquier autorización porque, hoy por hoy, en la plaza ocurre que una misma persona ofrece su 
propiedad, en venta o en arrendamiento, en dos inmobiliarias. Por lo expuesto, considero que tiene que ser una autorización 
exclusiva. En este sentido, en la redacción habría que aclarar que se prohibe aceptar encargos cuando hay una autorización 
exclusiva en otro comitente. 


Por otro lado, se dice que se prohibe adquirir o arrendar directa o indirectamente para sí, su cónyuge, ascendientes o 
descendientes hasta el primer grado, por arrendamientos o ventas de propiedades del comitente. Creo que hoy en día, no ofrece 
ningún tipo de dificultad el hecho de que las inmobiliarias alquilen o vendan, aunque participen de ello sus propios clientes, pues es 
lógico que estos tengan conocimiento de quién está comprando o arrendando. En la actualidad, por ejemplo, se dan casos de que 
los mismos empleados de la inmobiliaria arriendan fincas que son administradas por ella. 


En el artículo 17, literal G), se dice que no se puede cobrar cuando los corredores inmobiliarios están inhabilitados. De la lectura del 
articulado, no me queda claro cuándo el corredor inmobiliario se encuentra inhabilitado, más allá de que hay un régimen de 
sanciones. 


Por otra parte, creo que en el proyecto de ley hay una omisión, por cuanto no establece qué va a pasar con las personas que 
desarrollan actividades de corredores inmobiliarios, pero no lo son. Pienso que habría que aplicar a este régimen algún tipo de 
sanción o de prohibición a los efectos de poder atacar el informalismo que tanto afecta a la actividad. 


Estos son algunos de los detalles que queríamos compartir con los señores Senadores, a los efectos de que tuvieran conocimiento 
de nuestra opinión con respecto a este proyecto de ley. Lógicamente, nos interesaría mucho seguir en contacto con esta Comisión 
para poder encontrar solución a este tema, dado que entendemos que es necesario contar con una ley que regule este tipo de 
actividad. Para ello, consideramos que deberíamos estar en pie de igualdad con los actores de la sociedad que buscan realizar 
actividades en las que todos estamos involucrados. Asimismo, entendemos que la figura del corredor inmobiliario no se está 
encarando desde la óptica de aquellas empresas -no me gustaría dar nombres, pero si uno mira los carteles de inmobiliarias, podrá 
apreciar que hay empresas que están agremiadas en ADIPE- que no son amparadas en sus derechos y obligaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que en pocos minutos comienza a sesionar el Senado, les pedimos que realicen, si así lo 
desean, alguna manifestación global final sobre esta presentación. 


SEÑOR VIAPIANA.- Al principio de la reunión hicimos un planteo global por lo que, de nuestra parte, podríamos quedar por aquí - 
dado el tiempo de que disponen los señores Senadores- aunque no sé si el colega desea agregar algo. 


SEÑOR SOARES NETTO.- Deseamos agradecer a los señores Senadores por el tiempo que nos han brindado. Nuestra intención 
es, lógicamente, poder seguir este proyecto de ley de cerca. Esta es la primera oportunidad que se brinda al gremio ADAPI para 
poder expresarse. Lógicamente, deseamos trabajar en conjunto en lo que hace a esta iniciativa y nos gustaría brindarles todo 
nuestro parecer. Sí creemos que este proyecto de ley puede ser perfeccionado y mejorado y, a su vez, puede contemplar algunos 
intereses que hoy por hoy no figuran en él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de nuestros invitados y seguramente tendremos otra oportunidad de volver a 
encontrarnos. 


SEÑOR VIAPIANA.- Los agradecidos somos nosotros por habernos recibido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 05 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


